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Reinterpretación de la contratación temporal 

en la Administración pública de acuerdo con 

el derecho de la Unión Europea

1. Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea de fecha 14 de septiembre de 2016 
(asunto C-596/14) >> 

2. Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea de fecha 14 de septiembre de 2016 
(asunto C-16/15) >>

3. Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea de fecha 14 de septiembre de 2016 
(asuntos C-184/15 y C-197/15) >>

El TJUE resuelve tres cuestiones prejudiciales en sendas 

sentencias relativas al abuso de la contratación temporal 

en las Administraciones Públicas, a la luz del Acuerdo 

marco sobre el trabajo de duración determinada que fi g-

ura en el anexo de la Directiva 1999/70/CE del Consejo, 

de 28 de junio de 1999. Las principales consecuencias 

son las siguientes:

1. El TJUE considera que la indemnización que se con-

cede a los trabajadores por fi nalización de sus con-

tratos de trabajo está incluida en el concepto de con-

diciones de trabajo. En consecuencia, como quiera 

que no se permite la discriminación de los traba-

jadores temporales frente a los trabajadores indefi ni-

dos en el establecimiento de condiciones de trabajo, 

no cabe denegar una indemnización a un trabajador 

interino, cuando sí se obsequia con la misma a un 

trabajador indefi nido comparable. La mera natu-

raleza temporal de la relación no constituye razón 

objetiva que permita justifi car la negativa a que di-

cho trabajador tenga derecho a la mencionada ind-

emnización.

2. El TJUE considera que es contrario al Derecho de la 

Unión Europea renovar, sucesivamente, contratos o 

relaciones laborales de duración determinada –justi-

fi cándolos en razones objetivas para garantizar la 

prestación de servicios determinados de naturaleza 

temporal, coyuntural o extraordinaria– para cubrir 

necesidades que, de hecho, no tienen carácter pro-

visional, sino permanente y estable. 

3. El TJUE considera que la utilización sucesiva y abusi-

va del nombramiento de funcionarios interinos o 

personal estatutario temporal les da derecho a man-

tener el vínculo con la Administración hasta que la 

plaza sea amortizada o cubierta reglamentariamente 

–equiparándolos a los contratados laborales por la 

Administración–. Igualmente, no debe ejercitarse 

una nueva acción cuando la autoridad judicial ha de-

clarado la existencia de utilización abusiva de suce-

sivos contratos de trabajo; por tanto, debe debatirse 

y declararse la sanción procedente en el seno del 

mismo procedimiento. Lo contrario derivaría en 

mayores inconvenientes procesales para el traba-

jador.

El TJUE, reinterpretando la contratación temporal en la Administración pública, en concordancia 

con el Derecho de la Unión Europea, reconoce: 1) el derecho a la no discriminación en términos 

de indemnización por fi nalización de contratos de interinidad frente a los contratos indefi nidos, 2) 

el uso fraudulento de nombramientos de duración determinada para atender necesidades que no 

tienen carácter provisional, sino permanente y estable en el sector de los servicios de salud; y 3) el 

derecho –por contratación sucesiva y abusiva– de los funcionarios interinos o personal estatutario 

temporal a mantener el vínculo con la Administración hasta que la plaza sea amortizada o 

cubierta reglamentariamente.

http://curia.europa.eu/juris/document/document_print.jsf?doclang=ES&text=&pageIndex=0&part=1&mode=lst&docid=183301&occ=first&dir=&cid=181877
http://curia.europa.eu/juris/document/document_print.jsf?doclang=ES&text=&pageIndex=0&part=1&mode=lst&docid=183300&occ=first&dir=&cid=82405
http://curia.europa.eu/juris/document/document_print.jsf?doclang=ES&text=&pageIndex=0&part=1&mode=lst&docid=183298&occ=first&dir=&cid=82405
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Derecho a indemnización –a razón de veinte 

días de salario por año trabajado– por la 

extinción del contrato de interinidad

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid de fecha 5 de octubre de 2016 >>

La cuestión estriba en que la causa de extinción del 

contrato de interinidad, conforme a la ley española, niega 

el derecho a indemnización de la trabajadora, lo cual no 

ocurriría si la contratación de la trabajadora hubiera sido 

indefi nida. 

A este respecto, entiende el Tribunal que, siendo la 

Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 

1999, directamente aplicable –tal como ha reconocido el 

Tribunal Supremo en fecha 8 de junio de 2016, en 

referencia a otra Directiva–, no se puede discriminar a la 

trabajadora en cuanto a la indemnización por extinción 

del contrato de trabajo. 

Así, en tanto que en el caso enjuiciado el Tribunal 

entiende que el puesto de trabajo es idéntico, lo han de 

ser también las condiciones laborales, entre las que se 

incluye la indemnización por extinción del contrato de 

trabajo. En suma, la trabajadora despedida tiene derecho 

a la misma indemnización que tendría un trabajador fi jo 

comparable por la extinción de su contrato por causas 

objetivas, pues la causa de extinción del contrato de 

interinidad es asimilable a dichas causas, en el sentido de 

que no es reprochable al trabajador ni dependiente de la 

mera voluntad empresarial. Le corresponden, pues, 

veinte días de salario por año de trabajo, según lo 

dispuesto en el artículo 53.1.b) ET. 

Por tanto, la sentencia concluye que cuando se declare la 

procedencia de la extinción por la concurrencia de causa 

legal, en todo caso se ha de acoger la pretensión 

subsidiaria sobre condena al abono de los conceptos –

indemnizatorio por el cese; y resarcitorio por el preaviso 

incumplido– todavía no satisfechos, procediendo a fi jar la 

indemnización sobre la base de la antigüedad 

correspondiente, a razón de veinte días de salario por año 

de servicio con el tope de doce mensualidades.

El Tribunal Superior de Justicia de Madrid ha aplicado, por primera vez, las conclusiones del 

Tribunal de Justicia de la Unión Europea relativas a la indemnización por extinción del contrato de 

trabajo de interinidad. Según el Tribunal, cuando el puesto de trabajo en virtud de un contrato de 

interinidad es idéntico al de un trabajador indefi nido, lo han de ser también las condiciones 

laborales, entre las que se incluye la indemnización por extinción del contrato de trabajo. La 

trabajadora interina despedida procedentemente tiene derecho a igual indemnización que tendría 

un trabajador fi jo comparable por la extinción de su contrato por causas objetivas: veinte días de 

salario por año trabajado.

http://s03.s3c.es/imag/doc/2016-10-05/TSJ-Madrid-Social-interinos.pdf
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La decisión adoptada en el procedimiento 

penal no es vinculante para el procedimiento 

de despido

Auto del Tribunal Supremo de fecha 8 de 
septiembre de 2016 >>

El despido disciplinario del trabajador fue declarado 

procedente por la Sala de lo Social del Tribunal Superior 

de Justicia de Valencia. Sin embargo, en el orden penal, 

el trabajador resultó absuelto por no quedar probados los 

hurtos denunciados por la empresa y que son 

precisamente los que habían motivado, entre otras 

cuestiones, su despido disciplinario.

Durante la tramitación del recurso de casación para la 

unifi cación de la doctrina interpuesto contra la sentencia 

que declaró la procedencia del despido, la parte 

recurrente (el trabajador) aportó documentos que 

formaban parte de las actuaciones seguidas en el 

procedimiento penal, sobre la base de lo previsto en el 

artículo 233.1 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción 

Social, que permite en determinados casos aportar 

documentos que no resulten de los autos si se trata de 

sentencias o resoluciones fi rmes, o documentos decisivos 

para la resolución del recurso.

El Auto del Tribunal Supremo de 8 de septiembre de 2016 

concluye que una sentencia absolutoria por falta de 

pruebas en el orden jurisdiccional penal no puede resultar 

decisiva ni determinante de la decisión que haya de 

adoptar el órgano del orden social. En concreto, la 

valoración que realiza el juez penal de la prueba en un 

proceso en el que rige el derecho fundamental a la 

presunción de inocencia, no impide que el juez del orden 

social, en el que no rige dicho principio, considere 

sufi cientemente acreditado el incumplimiento contractual 

grave que se imputa en la carta de despido. En suma, la 

jurisdicción penal y laboral persiguen fi nes diversos, 

operan sobre culpas distintas y no manejan de idéntica 

forma el material probatorio para enjuiciar, en ocasiones, 

una misma conducta. 

En consecuencia, el Auto no admite los documentos 

aportados por la parte recurrente con las actuaciones del 

procedimiento penal en tanto que los mismos no son 

determinantes ni decisivos para la resolución del asunto, 

por lo que era del todo irrelevante su incorporación a las 

actuaciones.

No se admite la aportación, en fase de recurso, de las actuaciones de un procedimiento penal en 

el que se absuelve al trabajador despedido por falta de prueba del hurto denunciado, ya que 

carecen de relevancia para la resolución del procedimiento de despido seguido ante la jurisdicción 

social.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7819705&links=&optimize=20160923&publicinterface=true
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Derecho a percibir salarios de tramitación en 

despido improcedente cuando la sentencia 

declara la extinción del contrato por 

imposibilidad de readmitir al trabajador

Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 21 de 
julio de 2016 >>

Según el artículo 110.1 de la Ley Reguladora de la Juris-

dicción Social (“LRJS”), si se declara la improcedencia 

del despido se condena al empresario a optar, a su 

elección, entre readmitir al trabajador en las mismas 

condiciones, con el abono de los salarios de trami-

tación, o a abonar la indemnización por despido im-

procedente.

Sin embargo, en el caso enjuiciado por la sentencia del 

Tribunal Supremo de 21 de julio de 2016, ante la 

imposibilidad de readmitir el trabajador al haber cesado 

la actividad empresarial, la sentencia de instancia 

declaró la improcedencia del despido y la extinción del 

contrato de trabajo, sin dar al empresario la opción a la 

readmisión.

Si efectuamos una interpretación estricta y literal del 

artículo 110.1.b) LRJS y prescindimos de la singular 

situación que se plantea en este caso, llegaríamos a la 

conclusión de que no procede la condena a salarios de 

tramitación al no estar expresamente prevista. 

Ahora bien, según el Tribunal Supremo, esa interpretación 

estricta no sólo perjudicaría al trabajador injustamente 

despedido y benefi ciaría a la empresa por una decisión 

injusta y contraria a la Ley, sino que además sería contrario 

a cualquier principio de economía procesal, en tanto que 

obligaría a todo trabajador despedido de forma 

improcedente y con la empresa cerrada, a no pedir la 

extinción contractual al momento de la sentencia y 

esperar a la ejecución, previsiblemente con readmisión 

implícita por falta de opción empresarial, y por tanto con 

devengo de salarios de tramitación como dispone el 

apartado 1 del artículo 286 LRJS. En consecuencia, la 

solución adecuada debe ser reconocer el derecho al 

percibo de los salarios de tramitación desde la fecha del 

despido, pues se trata en defi nitiva de adelantar el que 

sería probablemente el resultado de la ejecución. 

En todo caso, esta interpretación requerirá siempre el 

cumplimiento de los dos requisitos siguientes: a) que la 

extinción de la relación laboral sea solicitada expresamente 

por el trabajador demandante, y b) que en el acto del 

juicio se acredite la imposibilidad de su readmisión por 

cese o cierre de la empresa obligada o cualquier otra 

causa de imposibilidad material o legal.

El Tribunal Supremo considera que, en caso de despido improcedente, el trabajador tiene derecho 

a percibir salarios de tramitación desde la fecha del despido hasta la fecha de la sentencia que 

declara la extinción del contrato ante la imposibilidad de readmisión del trabajador por cese de 

actividad, cierre de la empresa o cualquier otra causa material o legal. 

Para ello, se requiere el cumplimiento de dos requisitos: a) que la extinción de la relación laboral 

sea solicitada expresamente por el trabajador demandante, y b) que en el acto del juicio se 

acredite la imposibilidad de su readmisión.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7812978&links=&optimize=20160916&publicinterface=true
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Incremento de los años de excedencia por 

cuidado de hijo que se consideran como 

cotizados

Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 20 de 
julio de 2016 >>

La trabajadora estuvo en situación de excedencia 

voluntaria por cuidado de hijo menor desde el 5 de 

diciembre de 2004 hasta el 7 de mayo de 2007. 

A este respecto, la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, 

para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, amplió la 

consideración como periodo cotizado a los tres años de 

excedencia por cuidado de un hijo para las prestaciones 

que, en cada caso correspondan, causadas a partir de su 

entrada en vigor el 24 de marzo de 2007. 

Por su parte, la Disposición Transitoria 2ª del Real Decreto 

295/2009, de 6 de marzo, por el que se regulan las 

prestaciones económicas del sistema de la Seguridad 

Social por maternidad, paternidad, riesgo durante el 

embarazo y riesgo durante la lactancia natural, establece 

que a efectos del reconocimiento de las prestaciones 

causadas a partir de la entrada en vigor de la Ley Orgánica 

3/2007, se computarán como cotizados los periodos de 

excedencia iniciados a partir de dicha fecha.

En el caso analizado se trataba de decidir si la mejora de 

cotización prevista en la referida Ley Orgánica alcanzaba 

al segundo año de disfrute de la excedencia de la 

trabajadora anterior a la entrada en vigor de dicha 

norma–24 de marzo de 2007 o si, por el contrario, solo 

alcanzaba a los años de excedencia posteriores a dicha 

fecha–. 

El Tribunal Supremo declara el carácter ultra vires de la 

disposición reglamentaria, contrario al principio de 

jerarquía normativa, interpretando directamente el 

mandato legal. Así, se concluye que el segundo año de 

excedencia voluntaria para el cuidado de hijo menor –5 

de diciembre de 2005 a 5 de diciembre de 2006– ha de 

considerarse periodo de cotización efectiva a los efectos 

pretendidos de prestación por incapacidad permanente 

total, pues la mejora introducida por la Ley Orgánica 

3/2007, es aplicable a las prestaciones causadas a partir 

de la entrada en vigor de la citada ley, sin atenerse a la 

fecha del inicio de la situación de excedencia. 

El incremento de la consideración como cotización efectiva del período de excedencia por cuidado 

de un menor que tuvo lugar con la entrada en vigor de la LO 3/2007, de 22 de marzo, es aplicable 

a las prestaciones causadas a partir de la entrada en vigor de la misma, sin atenderse a la fecha de 

inicio de la situación de excedencia.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7812950&links=&optimize=20160916&publicinterface=true
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Los representantes sindicales deben tener 

implantación sufi ciente en el ámbito del 

despido colectivo para su impugnación

Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 19 de 
julio de 2016 >>

El sindicato solicita la declaración de nulidad o, 

subsidiariamente, la improcedencia de un despido 

colectivo que afectaba a 20 trabajadores en una empresa 

de 135 empleados. 

De acuerdo con el artículo 124.1 LRJS, cuando la 

impugnación sea formulada por los representantes 

sindicales, éstos deberán tener implantación sufi ciente en 

el ámbito del despido colectivo. 

En el presente caso, el Tribunal estimó la excepción de falta 

de legitimación activa, ya que el sindicato demandante no 

tenía  más que dos afi liados (1,48%) entre los 135 

trabajadores, careciendo, asimismo, de representación 

en el comité de empresa. Así, de las modestas cifras 

participativas no era posible inferir que existiera un 

interés directo del sindicato o, lo que es lo mismo, un 

nexo o vínculo sufi cientemente justifi cativo de la concreta 

acción ejercitada. 

Tampoco es posible acoger el argumento de que un 

miembro del comité de empresa que formaba inicialmente 

parte del mismo por otro sindicato y que posteriormente 

se afi lió al sindicato demandante, pueda considerarse a 

estos efectos como miembro de dicho comité por este 

último sindicato, incluso si ya pertenecía a éste cuando se 

inició el procedimiento de regulación de empleo.

El Tribunal Supremo estima que no tiene legitimación activa para impugnar un despido colectivo 

un sindicato al cual solo están afi liados 2 trabajadores –que representan el 1,48%– y que carece 

de representantes unitarios en la empresa. En suma, no existe interés directo o vínculo 

sufi cientemente justifi cativo de la concreta acción ejercitada.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7808344&links=&optimize=20160912&publicinterface=true
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Los requisitos de la carta de despido se 

suavizan en el marco de un despido colectivo

Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 14 de 
julio de 2016 >>

La comunicación individual al trabajador afectado por el 

despido tiene que expresar la concreta causa motivadora 

del despido –económica, técnica o productiva–, 

proporcionando detalles que permitan al trabajador 

tener un conocimiento claro e inequívoco de los hechos 

generadores de su despido. 

No obstante lo anterior, desde el momento en que el 

procedimiento de despido colectivo requiere una 

negociación previa con los representantes de los 

trabajadores, la necesidad formal de comunicación de la 

causa al trabajador afectado queda atemperada por la 

existencia de la propia negociación, hasta el punto de 

que se deba conectar lo acaecido en el periodo colectivo 

con la comunicación individualizada, rebajando las 

exigencias aplicables a los casos de extinciones objetivas 

individuales o plurales. 

En el caso concreto, la carta no sólo refería la causa 

legitimadora del procedimiento de despido colectivo –

que es la única exigencia legal– relatando de manera 

sufi ciente la existencia de cuantiosas pérdidas y la 

exigencia de un plan de reestructuración, sino que, 

asimismo, también se refería al extenso acuerdo obtenido 

con los representantes legales de los trabajadores; e 

igualmente reproducía también de forma parcial, aunque 

sufi ciente, los criterios de selección que en el mismo 

constaban para despedir al trabajador individualmente 

considerado.

En caso de despido colectivo, la necesidad de comunicación escrita de la causa de despido al 

trabajador afectado expresando la causa queda atemperada por la existencia de la negociación 

previa con los representantes de los trabajadores.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7748218&links=&optimize=20160802&publicinterface=true
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Las indemnizaciones por la extinción del 

contrato de trabajo declarada con 

posterioridad a la declaración del concurso se 

consideran créditos contra la masa

Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 13 de 
julio de 2016 >>

Los créditos consistentes en (i) indemnizaciones por 

extinción del contrato de trabajo a instancias del 

trabajador sobre la base de incumplimientos graves del 

empleador, prevista en el artículo 49.1.j) y 50 ET, y (ii) 

acordadas en sentencias dictadas con posterioridad a la 

declaración del concurso, no se devengan cuando se 

produce el incumplimiento del empleador, ni siquiera 

cuando se interpone la demanda por el trabajador, sino 

cuando hay sentencia constitutiva fi rme extintiva de la 

relación laboral. 

En estos casos, se considera que la relación jurídica 

laboral que da derecho a la indemnización se prolonga 

hasta el momento mismo de la sentencia extintiva –con 

posterioridad a la declaración del concurso– como 

también, hasta ese momento, se ha prolongado el 

impago de los salarios que motiva la extinción del 

contrato. 

A su vez, el elemento temporal determinante para su 

consideración como créditos contra la masa, consiste en 

que el devengo del crédito se produzca después de la 

declaración del concurso, puesto que tendrán la 

consideración de créditos concursales los devengados 

con anterioridad a la declaración del concurso. 

Por tanto, al considerar que la relación jurídica laboral 

está vigente hasta que se produce la sentencia extintiva, 

posterior a la declaración del concurso, tales créditos 

merecen la consideración de créditos contra la masa.

El Tribunal Supremo aborda la cuestión relativa al tratamiento concursal de los créditos por la 

indemnización derivada de la extinción del contrato de trabajo por incumplimientos graves del 

empleador, cuando la sentencia se dicta en momento posterior a la declaración del concurso.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7742357&links=&optimize=20160722&publicinterface=true
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Los traslados temporales de centro de trabajo 

que no impliquen cambio de residencia 

pueden regularse por convenio colectivo

Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 12 de 
julio de 2016 >>

El sindicato de trabajadores pretendía la nulidad del pre-

cepto del convenio colectivo que habilitaba a la empresa 

a desplazar al personal laboral a otro centro de trabajo de 

diferente localidad situado, como máximo, a una distan-

cia de 50 kilómetros de su centro de trabajo, y por dura-

ción no superior a 12 meses en un periodo de tres años, 

siempre que concurrieran razones económicas, técnicas, 

organizativas o de mejor prestación de los servicios públi-

cos que lo justifi caran. 

Asimismo, dicho convenio establecía que dicho despla-

zamiento temporal no generaba derecho a compen-

sación por gastos derivados del mismo ni a días adi-

cionales de permiso. 

El Tribunal Supremo considera que el precepto impugnado 

no infringe las normas legales, por regular desplazamientos 

temporales que no requieren cambios de residencia, con 

lo que no se trata de una movilidad geográfi ca regulada 

en el artículo 40 ET. 

Igualmente, tampoco se trata de una modifi cación 

sustancial de las condiciones de trabajo del artículo 41 ET, 

cuyo apartado 7 remite al citado artículo 40 ET. En 

concreto, el traslado de centro de trabajo sin cambio de 

domicilio y respetando la categoría y funciones, se viene 

considerando como una modifi cación no sustancial o 

accidental de las condiciones de trabajo, encuadrable 

dentro de la potestad organizativa y de dirección del 

empresario y, en consecuencia, regulable por convenio 

colectivo.

El Tribunal Supremo estima que no vulnera los artículos 40 y 41.7 ET, sobre movilidad geográfi ca y 

modifi cación sustancial de las condiciones de trabajo, el convenio colectivo que regula los 

traslados de centro de trabajo que no implique un cambio de domicilio, encuadrándose en una 

modifi cación no sustancial o accidental de las condiciones de trabajo, justifi cada por la potestad 

organizativa y de dirección del empresario.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7785108&links=&optimize=20160808&publicinterface=true
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El órgano judicial tiene potestad para analizar 

la adecuación de las causas alegadas por la 

empresa para adoptar una modifi cación de 

las condiciones de trabajo

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Andalucía (Sevilla) de fecha 7 de septiembre de 
2016 >>

La empresa comunica al trabajador, en fecha 20 de junio 

de 2014, la reducción de su jornada de trabajo y la 

modifi cación del horario. Antes de dicha modifi cación, 

en fecha de 24 de marzo de 2014, la empresa comunicó 

al mismo empleado su subrogación a otra empresa, la 

cual fue impugnada por el trabajador y fi nalmente se 

dejó sin efecto por parte de la empresa. 

Entiende el trabajador que la adopción de la modifi cación 

de sus condiciones de trabajo adoptada por la empresa 

fue una represalia por oponerse a la subrogación. 

A este respecto, el Tribunal entiende que a los órga-

nos jurisdiccionales les compete no sólo emitir un 

juicio de legalidad en torno a la existencia de la causa 

alegada por la empresa, sino también de razonable 

adecuación entre la causa acreditada y la modifi-

cación acordada. 

El Tribunal concluye que el teórico ahorro que suponía 

para la empresa la reducción de la jornada, no hacía ni 

razonable, ni justifi cada, la medida. Por tanto, entiende 

que debe primar el principio de indemnidad, al no quedar 

probada razón organizativa alguna sufi ciente para la 

adopción de la medida, declarándose nula la decisión de 

la empresa.

El principio de indemnidad prohíbe la adopción de medidas de represalia derivadas del ejercicio 

por el trabajador de la tutela de sus derechos, lo que obliga a los órganos jurisdiccionales a 

motivar la adecuación entre la causa objetiva acreditada por la empresa y la modifi cación 

acordada, para poder concluir que no ha existido una represalia.
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Plan anual de política de empleo para el año 

2016

Resolución de 22 de agosto de 2016, de la 
Secretaría de Estado de Empleo, por la que se 
publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 5 
de agosto de 2016, por el que se aprueba el Plan 
Anual de Política de Empleo para 2016, según lo 
establecido en el artículo 11.2 del Texto Refundido 
de la Ley de Empleo, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, publicada en 
fecha 31 de agosto de 2016 >>

El Acuerdo del Consejo de Ministros adoptado en su 

reunión del día 5 de agosto de 2016 por el que se aprueba 

el Plan Anual de Política de Empleo para 2016, adjuntado 

como Anexo en la Resolución de 22 de agosto de 2016, 

de la Secretaría de Estado de Empleo, cumple para el 

presente ejercicio lo establecido en el artículo 11.2 del 

Texto Refundido de la Ley de Empleo. 

Este Plan Anual establece los objetivos a alcanzar en este 

año en el conjunto de España y en cada una de las 

distintas Comunidades Autónomas, así como los 

indicadores que se van a utilizar para valorar su grado de 

consecución. Asimismo, se confi gura como un 

instrumento de evaluación de los servicios y programas 

de políticas activas de empleo desarrolladas por el 

Servicio Público de Empleo Estatal y las Comunidades 

Autónomas.

Se publica el Plan Anual de Política de Empleo para el año 2016, de acuerdo con lo establecido en 

el artículo 11.2 del Texto Refundido de la Ley de Empleo, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

3/2015, de 23 de octubre.

https://www.boe.es/boe/dias/2016/08/31/pdfs/BOE-A-2016-8107.pdf
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Prórroga de la vigencia del Plan Prepara hasta 

el 15 de febrero de 2017

Resolución de 29 de julio de 2016, del Servicio 
Público de Empleo Estatal, por la que se prorroga 
la vigencia de la Resolución de 1 de agosto de 
2013, modifi cada por la de 30 de julio de 2014, por 
la que se determina la forma y plazos de 
presentación de solicitudes y de tramitación de las 
ayudas económicas de acompañamiento incluidas 
en el programa de recualifi cación profesional de 
las personas que agoten su protección por 
desempleo prorrogado por el Real Decreto-ley 
1/2013, de 25 de enero, publicada en fecha 17 de 
agosto de 2016 >>

Resolución por la que se prorroga por un periodo de seis 

meses la vigencia del programa de recualifi cación 

profesional de las personas que agoten su protección por 

desempleo, denominado Plan Prepara. 

El citado programa va dirigido a las personas desempleadas 

por extinción de su relación laboral e inscritas como 

demandantes de empleo en las Ofi cinas de Empleo que, 

dentro del período comprendido entre los días 16 de 

agosto de 2016 y 15 de febrero de 2017, ambos inclusive, 

agoten la prestación por desempleo de nivel contributivo y 

no tengan derecho a cualquiera de los subsidios por 

desempleo establecidos en el Texto Refundido de la Ley 

General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto 

Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, o bien hayan agotado 

alguno de estos subsidios, incluidas sus prórrogas, y reúnan 

el resto de los requisitos establecidos en el Real Decreto-

ley 23/2012, de 24 de agosto. 

Con este programa se concede una subvención de 2.400 

o 2.700 euros por parado, que se cobra en 6 pagas de 

400 o 450 euros mensuales, dependiendo de si hay o no 

responsabilidades familiares.

Prórroga de la vigencia de la tramitación de las ayudas económicas de acompañamiento incluidas 

en el programa de recualifi cación profesional de las personas que agoten su protección por 

desempleo, denominada –con otros términos– Plan Prepara.

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2016-7931
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Modifi cación sobre las jornadas especiales en 

materia de trabajo nocturno

Real Decreto 311/2016, de 29 de julio, por el que se 
modifi ca el Real Decreto 1561/1995, de 21 de 
septiembre, sobre jornadas especiales de trabajo, 
en materia de trabajo nocturno, publicada en 
fecha 30 de julio de 2016 >>

El Real Decreto 311/2016, de 29 de julio, modifi ca, en 

materia de trabajo nocturno, al Real Decreto 1561/1995, 

de 21 de septiembre, sobre jornadas especiales de 

trabajo, en cuyo capítulo IV, dedicado al trabajo 

nocturno, se añade un nuevo precepto –artículo 33–. Se 

da así cumplimiento al dictamen de la Comisión 

Europea, en el que se considera que España no ha 

transpuesto el límite absoluto de ocho horas para el 

trabajo nocturno que implique riesgos especiales o 

tensiones importantes. 

Con esta modifi cación se transpone el límite absoluto de ocho horas para el trabajo nocturno que 

implique riesgos especiales o tensiones importantes, previsto en el artículo 8 de la Directiva 

2003/88/CE, de 4 de noviembre, relativa a determinados aspectos de la ordenación del tiempo de 

trabajo.

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2016-7338
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Transposición de la directiva referida a las 

disposiciones mínimas de salud y seguridad 

relativas a los riesgos derivados de la 

exposición a campos electromagnéticos

Real Decreto 299/2016, de 22 de julio, sobre la 
protección de la salud y la seguridad de los 
trabajadores contra los riesgos relacionados con la 
exposición a campos electromagnéticos, publicada 
en fecha 29 de julio de 2016 >>

Este Real Decreto consta de doce artículos, una 

disposición adicional, cuatro disposiciones fi nales y tres 

anexos. La norma establece una serie de disposiciones 

mínimas que tienen como objeto la protección de los 

trabajadores contra los riesgos para su salud y su 

seguridad derivados, o que puedan derivarse, de la 

exposición a campos electromagnéticos, teniendo en 

cuenta que estos riesgos son los debidos a los efectos 

biofísicos directos conocidos y a los efectos indirectos 

causados por los campos electromagnéticos. 

El Real Decreto regula las disposiciones encaminadas a evitar 

o a reducir los riesgos e incluye la obligación empresarial de 

elaborar y aplicar un plan de acción que deberá contar con 

las medidas técnicas y/o de organización destinadas a evitar 

que la exposición supere determinados valores límite.

A estos efectos, el Real Decreto determina los valores 

límite de exposición y los niveles de acción; establece 

la obligación de que el empresario efectúe una 

evaluación y, en caso necesario, mediciones o cálculos 

de los niveles de los campos electromagnéticos a que 

estén expuestos los trabajadores e incluye una relación 

de los aspectos a los que el empresario deberá prestar 

especial atención al evaluar los riesgos; especifi ca que 

los trabajadores no deberán estar expuestos en ningún 

caso a valores superiores a los valores límite de 

exposición; recoge dos de los derechos básicos en 

materia preventiva, como son la necesidad de 

formación de los trabajadores y la información a estos, 

así como la forma de ejercer los trabajadores su 

derecho a ser consultados y a participar en los aspectos 

relacionados con la prevención; se establecen, también, 

disposiciones relativas a la vigilancia de la salud de los 

trabajadores en relación con los riesgos por exposición 

a campos electromagnéticos. Se incluye, por último, el 

régimen sancionador por incumplimiento a lo dispuesto 

en el Real Decreto.

El Real Decreto 299/2016, de 22 de julio, sobre la protección de la salud y la seguridad de los 

trabajadores contra los riesgos relacionados con la exposición a campos electromagnéticos, 

transpone al derecho español el contenido de la Directiva 2013/35/UE del Parlamento Europeo y 

del Consejo, de 26 de junio de 2013, sobre las disposiciones mínimas de salud y seguridad 

relativas a la exposición de los trabajadores a los riesgos derivados de agentes físicos (campos 

electromagnéticos) (vigésima Directiva específi ca con arreglo al artículo 16, apartado 1, de la 

Directiva 89/391/CEE), y por la que se deroga la Directiva 2004/40/CE.

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2016-7303
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